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A todos los que formamos parte de RefiPampa:

Me complace presentarles el presente Programa de Integridad 
el cual hemos redactado con el objetivo de reflejar nuestros 
máximos valores, principios y creencias que han de presidir el 
comportamiento ético de los Directivos, empleados, clientes, 
colaboradores externos, accionistas y demás terceros que se 
relacionan con nuestra actividad.

Cada una de las personas antes mencionadas se comprometen 
formalmente, en todo momento, con el correcto cumplimiento 
de los lineamientos asumidos en el presente Programa de 
Integridad, sin posibilidad de justificar una conducta impropia 
amparándose en una orden superior o en el desconocimiento. 
Por lo cual, el presente programa es considerado para nosotros 
como una guía en la cual consagramos la cultura de integridad 
que se ha decidido asumir.

En REFIPAMPA estamos convencidos de que contar con un 
Programa de Integridad nos permite consolidar en nuestra 
Sociedad una cultura organizacional de buena fe, ética y 
transparencia en miras a alcanzar la plena confianza por parte 
de nuestros accionistas, clientes, proveedores y demás 
colaboradores externos el cual nos permitirá garantizar que su 
conducta es desempeña con total integridad y responsabilidad.

Por eso, hemos desarrollado el presente Programa de 
Integridad que nos permitirá desarrollar e implementar mejores 
prácticas que aportarán a nuestros procesos internos 
transparencia e integridad, como también lograr identificar los 
derechos, roles y obligaciones de la totalidad de los agentes 
intervinientes en nuestra estructura societaria. 

Se ha identificado que la correcta ejecución del presente 
programa nos permitirá lograr la disminución de los riegos 
ocasionados por el desarrollo de nuestra actividad como el 
correcto cumplimiento del marco regulatorio vigente a través 
de la implementación de herramientas necesarias para prevenir, 
detectar y erradicar aquellas conductas ilícitas, en particular las 
que pudieran ser alcanzadas por la Ley 27.401 de 
Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas, como 
cualquier tipo de irregularidad que pudiera llegar a ser 
ejecutada.

Cabe destacar, que en el entorno de negocios competitivo en 
que nos encontramos desempeñando nuestra su actividad, los 
proveedores, clientes y demás colaboradores externos que se 
vinculan con nosotros y la comunidad en general, esperan un 
comportamiento íntegro y respetuoso. Por lo que, cumplir con 
dichos objetivos, nos permitirá establecer las bases para un 
correcto desarrollo de nuestras actividades.

Por último, destacamos que la consolidación de un sólido 
Programa nos permitirá forjar numerosos beneficios, 
vinculados directamente a la capacidad de evitar el desarrollo 
de toda conducta de corrupción, e incluso atenuar o eximir de 
pena en caso de que, pese a los esfuerzos realizados para 
evitarlo, éstos hechos finalmente se hayan perfeccionado. En 
pocas palabras, estos lineamientos persiguen la promoción de 
una cultura de integridad y contribuyen activamente a la 
difusión de medidas y buenas prácticas de gestión, para el 
mantenimiento de un ambiente corporativo íntegro, ético y 
transparente.

En sintesis, el presente Programa surge como resultado del 
compromiso indeclinable de nuestro Directorio, empleados, 
proovedores, clientes, colaboradores externos, como todos 
aquellos interesados en nuestra actividad para hacer frente a la 
prevención y lucha de la corrupción, asumiendo los más altos 
estándares éticos, transparentes y honestos, priorizando al 
personal y el desarrollados de una convivencia de trabajo 
armoniosa.
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REFI PAMPA S.A. es una sociedad anónima constituida el 
24 de noviembre de 2011 que inició su actividad con el fin de 
aportar al sector energético una solución eficiente en la 
refinación de petróleo crudo, concentrando sus esfuerzos en la 
producción de combustibles líquidos y derivados de alta 
calidad. 

Sus plantas de logística y almacenamiento situadas 
estratégicamente en Colonia 25 de mayo, provincia de La 
Pampa y Junín, provincia de Buenos Aires, permiten llegar a los 
principales centros agrarios, hidrocarburíferos, industriales, 
comerciales y turísticos del país. En ese sentido, la significativa 
diversificación de su cartera de clientes y canales de 
comercialización, permiten mantener una actividad estable 
durante la mayor parte del año.

Nuestra planta de refinación posee la característica cualitativa 
de ser abastecida a través de un ducto construido 
especialmente para el abastecimiento de petróleo crudo 
convencional y, a través de camiones provenientes del 
yacimiento Vaca Muerta, con petróleo crudo no convencional o 
condensado. Las diferentes características de ambos crudos 
permiten generar un mix de materia prima que eleva los 
rendimientos de aquellos combustibles con mayor valor de 
mercado.

1.Perfil
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Producir y comercializar competitivamente productos y 
servicios de calidad, abasteciendo los mercados en los cuales la 
Sociedad se desempeña; garantizando la eficiencia de los 
procesos y velando por la satisfacción de sus clientes.

2.Visión

3.Misión

Al presente, nos encontramos en un proceso de 
consolidación como una de las principales empresas 
refinadoras del país, en un marco de crecimiento continuo y 
sustentable, caracterizado por la innovación, la eficiencia, la 
excelencia en nuestros estándares de calidad y el orgullo de 
pertenencia de nuestros empleados.
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4.Valores

EXCELENCIA ofrecerles a nuestros clientes servicios y productos 
de alta calidad a precios competitivos.

EFICIENCIA
diseñar planes, fijar objetivos y tomar decisiones 
objetivas en función del cumplimiento de nuestra 
actividad bajo los máximos estándares de calidad, 
asegurando un resultado positivo. 

SUSTENTABILIDAD
desarrollar nuestros negocios con un horizonte 
estratégico que trascienda los intereses económicos 
inmediatos, contribuyendo al desarrollo económico, 
medio ambiental y social.

INNOVACION
sostener una visión de largo plazo que nos impulse a 
buscar nuevas formas de competitividad de carácter 
innovadoras a los fines de optimizar la creatividad 
los recursos con los que contamos.

PERTENENCIA

promover un entorno de trabajo respetuoso, alentar 
la formación y el desarrollo de nuestros empleados y 
proporcionar la diversidad de opiniones, cultura, 
edades y géneros en nuestra estructura 
organizacional.

TRANSPARENCIA comprometidos a actuar bajo los máximos 
estándares de transparencia y ética.
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Establecer un marco común y pautas 
de actuación para que la interacción con 
terceros quede asegurada bajo los 
máximos estándares eticos, las normas de 
transparencia y su legislacion aplicable. 

Todo ello, a los fines de mantener un 
entorno legal, honesto y ético para 
desarrollar la vida en sociedad en un 
ambiente respetuoso.

5.Objetivos
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Desde RefiPampa deseamos mantener un ambiente 
corporativo íntegro, ético y transparente. Por lo que, a los fines 
de dar integro cumplimiento con nuestra misión y visión hemos 
procedido a aplicar las siguientes conductas:

Lectura de toda documentación presentada ante 
nosotros.

Análisis del marco regulatorio vigente con impacto en 
temas de ética e integridad, basado en las mejores 
prácticas de anticorrupción, entre ellas los lineamientos 
de integridad para el mejor cumplimiento de lo 
establecido en los artículos 22 y 23 de la Ley 27.401 
emitidos por la Oficina Anticorrupción y norma ISO 31000 
(Gestión de Riesgos);

Identificación, producto del diagnóstico inicial, de 
nuestras necesidades para lograr un Programa de 
excelencia. 

Coordinar la implementación de las acciones y medidas 
reglamentadas mediante el presente Programa de 
Integridad.

Proponer para su consideración y elevación al Directorio, 
la implementación de modificaciones al Código de 
Conducta y Ética, cuando se crea  pertinente, alineadas 
con nuestros valores.

Elevar toda conducta que vaya en contra de lo 
reglamentado en el Código de Ética y Conducta.

6.Principales
   funciones

1.

2.

3.

4.

5.

6.
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El Programa se compone por una serie de documentos que 
abordan los temas más relevantes en términos de riesgos de 
negocio y cumplimiento de la normativa vigente aplicable a 
nuestra actividad. 

El Código de Ética y Conducta con su correspondiente Manual 
de procedimiento de la Línea Ética y el Código de Gobierno 
Corporativo constituyen los principales documentos en los que 
se definen los lineamientos a aplicar y se reflejan los procesos 
de las distintas áreas que nos integran como Sociedad. Que, 
para garantizar su integral cumplimiento, nuestro Directorio se 
encuentra formando los órganos de Gobierno necesarios y  
designando los roles y responsabilidades acordes a tal fin. 

El principal objetivo de cada uno de los documentos antes 
mencionados es velar por el funcionamiento de las pautas de 
conducta, generando las acciones necesarias para promover 
una cultura ética y de cumplimiento, tanto a nivel interno como 
en relacion con nuestros socios de negocio.

7.Principales
   documentos

Pag. 10



7.Principales
   documentos

CODIGO DE GOBIERNO SOCIETARIO

Objetivo Finalidad

Definir los lineamientos de 
actuación del gobierno societario.

Proteger nuestros intereses como 
Sociedad, a nuestros accionista, 
inversores y terceros interesados, 
sentando las bases de una 
administración ética y transparente 
en un marco adecuado de gestión 
de riesgos. 

CODIGO DE ÉTICA Y  CONDUCTA

Objetivo Finalidad

Reflejar nuestros máximos valores, 
principios y creencias que han de 
presidir el comportamiento ético  
para la prevención, detección y 
erradicación de irregularidades, 
incluyendo aquellas que hacen 
referencia a ilícitos penales. 

Diseñar e implantar procedimientos 
que permitan la notificación 
confidencial de irregularidades, así 
como su resolución, estableciendo 
los principios y valores que deben 
presidir la actuación con el fin de 
procurar un comportamiento en su 
actividad de forma ética y 
transparente.
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7.Principales
   documentos

Objetivo Finalidad

Instruir a todos los empleados de 
los conocimientos necesarios 
para desarrollar su accionar de 
manera correcta. Puediendo 
detectar conductas que pudieran 
implicar un comportamiento 
riesgoso tanto para él como para 
la sociedad 

Establecer las reglas de conducta 
necesarias para cumplir con los 
lineamientos de nuestra actividad. 

CAPACITACIONES

Objetivo Finalidad

Promover la comunicación y 
garantizar la consolidación de 
buenas practicas societarias con 
base en la ética y la transparencia.

Implementar el correcto accionar 
de todos los empleados de la 
sociedad  como todos aquellos 
terceros que se relacionen directa o 
indirectamente con la empresa.

MANUAL DE LINEA ETICA
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Reglamentar claras políticas y procedimientos para la 
identificación, manejo y resolución de conflictos de interés que 
pudieran surgir entre los miembros que componen nuestra sociedad 
o con personas relacionadas con la misma.

Los mecanismos de acción ante diferentes situaciones de conflicto se 
establecen de la siguiente manera, a saber:  

Solicitar autorización previa a la Gerencia de Recursos 
Humanos o a su jefe directo en caso de hacer negocios en  
nombre de la Sociedad en la que un familiar pudiera 
beneficiarse.

No recibir ni aceptar presentes significativos, préstamos tratos 
preferenciales de personas, instituciones o empresas con las 
que la Sociedad realice negocios.

No trabajar para un proveedor, cliente o competidor  mientras 
se desempeña laboralmente en la Sociedad, ni  utilizar tiempo, 
materiales o instalaciones para trabajo externo que no se 
relacione con la función a la cual se desempeña.

Actuar legal y honestamente;

Priorizar los intereses de la Sociedad por sobre los intereses 
personales o de otra índole.

Hemos reglamentado todas las conductas antes mencionadas a 
través del Código de Ética y  Conducta mediante el cual se han 
establecido Pauta de conducta relativa a la lealtad a la empresa y 
conflictos de Intereses.

8.Conductas
   generales

1.

2.

3.

4.

5.
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ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.

Programa de integridad



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO II:
LEY 27.401: RESPONSABILIDAD PENAL

Objeto y alcance.
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en el 
Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

ARTÍCULO 2°. - Responsabilidad de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas son responsables por los delitos previstos en el artículo prece-
dente que hubieren sido realizados, directa o indirectamente, con su 
intervención o en su nombre, interés o beneficio.

También son responsables si quien hubiere actuado en beneficio o inte-
rés de la persona jurídica fuere un tercero que careciese de atribuciones 
para obrar en representación de ella, siempre que la persona jurídica 
hubiese ratificado la gestión, aunque fuere de manera tácita.

La persona jurídica quedará exenta de responsabilidad sólo si la persona 

humana que cometió el delito hubiere actuado en su exclusivo beneficio 
y sin generar provecho alguno para aquella.

ARTÍCULO 3°.- Responsabilidad sucesiva. En los casos de transforma-
ción, fusión, absorción, escisión o cualquier otra modificación societaria, 
la responsabilidad de la persona jurídica es transmitida a la persona jurí-
dica resultante o absorbente.

Subsiste la responsabilidad penal de la persona jurídica cuando, de 
manera encubierta o meramente aparente, continúe su actividad econó-
mica y se mantenga la identidad sustancial de sus clientes, proveedores 
y empleados, o de la parte más relevante de todos ellos.

ARTÍCULO 4°. - Extinción de la acción. La acción penal contra la persona 
jurídica sólo se extinguirá por las causales enumeradas en los incisos 2 y 
3 del artículo 59 del Código Penal.

La extinción de la acción penal contra las personas humanas autoras o 
partícipes del hecho delictivo no afectará la vigencia de la acción penal 
contra la persona jurídica.

ARTÍCULO 5°. - Prescripción de la acción. La acción penal respecto de 
las personas jurídicas prescribe a los seis (6) años de la comisión del 
delito.
 
A tal fin serán aplicables las reglas de suspensión e interrupción de la 
acción penal que prevé el Código Penal.

ARTÍCULO 6°. - Independencia de las acciones. La persona jurídica 
podrá ser condenada aun cuando no haya sido posible identificar o 
juzgar a la persona humana que hubiere intervenido, siempre que las 
circunstancias del caso permitan establecer que el delito no podría 
haberse cometido sin la tolerancia de los órganos de la persona jurídica.

ARTÍCULO 7°. - Penas. Las penas aplicables a las personas jurídicas 
serán las siguientes:

1) Multa de dos (2) a cinco (5) veces del beneficio indebido obtenido o 
que se hubiese podido obtener;

2) Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá 
exceder de diez (10) años;

3) Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de 
obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el 
Estado, que en ningún caso podrá exceder de diez (10) años;

4) Disolución y liquidación de la personería cuando hubiese sido creada 
al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la princi-
pal actividad de la entidad;

5) Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere;

6) Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la 
persona jurídica.

ARTÍCULO 8°. - Graduación de la pena. Para graduar las penas previstas 
en el artículo 7° de la presente ley, los jueces tendrán en cuenta el incum-
plimiento de reglas y procedimientos internos; la cantidad y jerarquía de 
los funcionarios, empleados y colaboradores involucrados en el delito; la 
omisión de vigilancia sobre la actividad de los autores y partícipes; la 
extensión del daño causado; el monto de dinero involucrado en la comi-
sión del delito; el tamaño, la naturaleza y la capacidad económica de la 
persona jurídica; la denuncia espontánea a las autoridades por parte de 
la persona jurídica como consecuencia de una actividad propia de 
detección o investigación interna; el comportamiento posterior; la dispo-
sición para mitigar o reparar el daño y la reincidencia.

Se entenderá que hay reincidencia cuando la persona jurídica sea san-
cionada por un delito cometido dentro de los tres (3) años siguientes a 
la fecha en que quedará firme una sentencia 
condenatoria anterior.

Cuando fuere indispensable mantener la continuidad operativa de la 
entidad, o de una obra, o de un servicio en particular, no serán aplicables 
las sanciones previstas por los incisos 2) y 4) del artículo 7° de la presen-
te ley.

El juez podrá disponer el pago de la multa en forma fraccionada durante 
un período de hasta cinco (5) años cuando su cuantía y cumplimiento en 
un único pago pusiere en peligro la supervivencia de la persona jurídica 
o el mantenimiento de los puestos de trabajo.

No será aplicable a las personas jurídicas lo dispuesto en el artículo 64 
del Código Penal.

ARTÍCULO 9°. - Exención de pena. Quedará eximida de pena y responsa-
bilidad administrativa la persona jurídica, cuando concurran simultánea-
mente las siguientes circunstancias:

a) Espontáneamente haya denunciado un delito previsto en esta ley 
como consecuencia de una actividad propia de detección e investiga-
ción interna;

b) Hubiere implementado un sistema de control y supervisión adecuado 
en los términos de los artículos 22 y 23 de esta ley, con anterioridad al 
hecho del proceso, cuya violación hubiera exigido un esfuerzo de los 
intervinientes en la comisión del delito;

c) Hubiere devuelto el beneficio indebido obtenido.

ARTÍCULO 10.- Decomiso. En todos los casos previstos en esta ley serán 
de aplicación las normas relativas al decomiso establecidas en el Código 
Penal.

ARTÍCULO 11.- Situación procesal de la persona jurídica. La persona jurí-
dica tendrá los derechos y las obligaciones previstos para el imputado 
de acuerdo a lo establecido en los códigos de procedimiento, en cuanto 
le sean aplicables.

ARTÍCULO 12.- Notificaciones. Cuando la persona jurídica no se hubiera 
presentado al proceso, las notificaciones se le cursarán al domicilio legal, 
que tendrá carácter de domicilio constituido. Sin perjuicio de ello, se le 
podrán cursar notificaciones a cualquier otro domicilio que se conozca.

ARTÍCULO 13.- Representación. La persona jurídica será representada 
por su representante legal o por cualquier persona con poder especial 

para el caso, otorgado con las formalidades que correspondan al tipo de 
entidad de que se trate, debiendo designar en cualquier caso abogado 
defensor. En caso de no hacerlo se le designará el defensor público que 
por turno corresponda.

El representante deberá informar el domicilio de la entidad y constituir 
domicilio procesal en la primera presentación. A partir de entonces, las 
notificaciones a la persona jurídica se cursarán a ese domicilio procesal.

En cualquier momento del proceso la persona jurídica podrá sustituir a 
su representante. Si la sustitución tuviere lugar una vez iniciada la 
audiencia de juicio, deberá ser motivada, y podrá interrumpir el proceso 
dentro del límite de los plazos procesales correspondientes.

La sustitución no perjudicará la eficacia de los actos cumplidos por su 
anterior representante.

Las facultades, número e intervención de los defensores que la asistan se 
regirán por las disposiciones procesales correspondientes.

ARTÍCULO 14.- Rebeldía. En caso de incomparecencia a la citación, la 
persona jurídica será declarada rebelde por el juez, a requerimiento del 
fiscal.

El juez que disponga la rebeldía deberá informar dicha resolución a la 
Inspección General de Justicia o autoridad equivalente en las jurisdiccio-
nes locales, a la Administración Federal de Ingresos Públicos y al Regis-
tro Nacional de Reincidencia, a sus efectos.

Además, deberá disponer de inmediato todas las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la oportuna continuación y finalidad del proce-
so, de conformidad con el último párrafo del artículo 23 del Código 
Penal.

ARTÍCULO 15.- Conflicto de intereses. Abandono de la representación. Si 
se detectare la existencia de un conflicto de intereses entre la persona 
jurídica y la persona designada como representante, se intimará a aque-
lla para que lo sustituya.

ARTÍCULO 16.- Acuerdo de Colaboración Eficaz. La persona jurídica y el 
Ministerio Público Fiscal podrán celebrar un acuerdo de colaboración 
eficaz, por medio del cual aquella se obligue a cooperar a través de la 
revelación de información o datos precisos, útiles y comprobables para 
el esclarecimiento de los hechos, la identificación de sus autores o partí-
cipes o el recupero del producto o las ganancias del delito, así como al 
cumplimiento de las condiciones que se establezcan en virtud de lo pre-
visto en el artículo 18 de la presente ley.

El acuerdo de colaboración eficaz podrá celebrarse hasta la citación a 
juicio.

ARTÍCULO 17.- Confidencialidad de la negociación. La negociación entre 
la persona jurídica y el Ministerio Público Fiscal, así como la información 
que se intercambie en el marco de ésta hasta la aprobación del acuerdo, 
tendrán carácter estrictamente confidencial, siendo su revelación pasible 
de aplicación de lo previsto en el Capítulo III, del Título V, del Libro 
Segundo del Código Penal.

ARTÍCULO 18.- Contenido del acuerdo. En el acuerdo se identificará el 
tipo de información, o datos a brindar o pruebas a aportar por la persona 
jurídica al Ministerio Público Fiscal, bajo las siguientes condiciones:

a) Pagar una multa equivalente a la mitad del mínimo establecido en el 
artículo 7° inciso 1) de la presente ley;

b) Restituir las cosas o ganancias que sean el producto o el provecho del 
delito; y

c) Abandonar en favor del Estado los bienes que presumiblemente resul-
tarían decomisados en caso de que recayera condena; Asimismo, podrán 
establecerse las siguientes condiciones, sin perjuicio de otras que pudie-
ran acordarse según las circunstancias del caso:

d) Realizar las acciones necesarias para reparar el daño causado;

e) Prestar un determinado servicio en favor de la comunidad;

f) Aplicar medidas disciplinarias contra quienes hayan participado del 

hecho delictivo;

g) Implementar un programa de integridad en los términos de los artícu-
los 22 y 23 de la presente ley o efectuar mejoras o modificaciones en un 
programa preexistente.

ARTÍCULO 19.- Forma y control judicial del acuerdo de colaboración. El 
acuerdo se realizará por escrito. Llevará la firma del representante legal 
de la persona jurídica, la de su defensor y del representante del Ministe-
rio Público Fiscal, y será presentado ante el juez, quien evaluará la legali-
dad de las condiciones acordadas y la colaboración pactada, y decidirá 
su aprobación, observación o rechazo.

ARTÍCULO 20.- Rechazo del acuerdo de colaboración. Si el acuerdo de 
colaboración eficaz no prosperase o fuese rechazado por el juez, la infor-
mación y las pruebas aportadas por la persona jurídica durante la nego-
ciación deberán devolverse o destruirse y no podrán ser empleadas judi-
cialmente, excepto cuando el Ministerio Público Fiscal hubiera tenido 
conocimiento de ellas de forma independiente o hubiera podido obte-
nerlas a raíz de un curso de investigación existente en la causa con ante-
rioridad al acuerdo.

ARTÍCULO 21.- Control del cumplimiento del acuerdo de colaboración 
eficaz. Dentro de un plazo no superior a un (1) año, el Ministerio Público 
Fiscal o el juez corroborarán la verosimilitud y utilidad de la información 
que hubiera proporcionado la persona jurídica en cumplimiento del 
acuerdo de colaboración eficaz.

Si se corroborare la verosimilitud y utilidad de la información proporcio-
nada, la sentencia deberá respetar las condiciones establecidas en el 
acuerdo, no pudiendo imponerse otras penas.

En caso contrario, el juez dejará sin efecto el acuerdo y el proceso conti-
nuará de acuerdo a las reglas generales.

ARTÍCULO 22.- Programa de Integridad. Las personas jurídicas com-
prendidas en el presente régimen podrán implementar programas de 
integridad consistentes en el conjunto de acciones, mecanismos y proce-
dimientos internos de promoción de la integridad, supervisión y control, 

orientados a prevenir, detectar y corregir irregularidades y actos ilícitos 
comprendidos por esta ley.

El Programa de Integridad exigido deberá guardar relación con los ries-
gos propios de la actividad que la persona jurídica realiza, su dimensión 
y capacidad económica, de conformidad a lo que establezca la regla-
mentación.

ARTÍCULO 23.- Contenido del Programa de Integridad. El Programa de 
Integridad deberá contener, conforme a las pautas establecidas en el 
segundo párrafo del artículo precedente, al menos los siguientes ele-
mentos:

a) Un código de ética o de conducta, o la existencia de políticas y proce-
dimientos de integridad aplicables a todos los directores, administrado-
res y empleados, independientemente del cargo o función ejercidos, que 
guíen la planificación y ejecución de sus tareas o labores de forma tal de 
prevenir la comisión de los delitos contemplados en esta ley;

b) Reglas y procedimientos específicos para prevenir ilícitos en el ámbito 
de concursos y procesos licitatorios, en la ejecución de contratos admi-
nistrativos o en cualquier otra interacción con el sector público;

c) La realización de capacitaciones periódicas sobre el Programa de 
Integridad a directores, administradores y empleados.

Asimismo, también podrá contener los siguientes elementos:

I. El análisis periódico de riesgos y la consecuente adaptación del pro-
grama de integridad;

II. El apoyo visible e inequívoco al programa de integridad por parte de 
la alta dirección y 
gerencia;

III. Los canales internos de denuncia de irregularidades, abiertos a terce-
ros y adecuadamente difundidos;

IV. Una política de protección de denunciantes contra represalias;

V. Un sistema de investigación interna que respete los derechos de los 
investigados e imponga sanciones efectivas a las violaciones del código 
de ética o conducta;

VI. Procedimientos que comprueben la integridad y trayectoria de terce-
ros o socios de negocios, incluyendo proveedores, distribuidores, presta-
dores de servicios, agentes e intermediarios, al momento de contratar 
sus servicios durante la relación comercial;

VII. La debida diligencia durante los procesos de transformación societa-
ria y adquisiciones, para la verificación de irregularidades, de hechos 
ilícitos o de la existencia de vulnerabilidades en las personas jurídicas 
involucradas;

VIII. El monitoreo y evaluación continua de la efectividad del programa 
de integridad;

IX. Un responsable interno a cargo del desarrollo, coordinación y super-
visión del Programa de Integridad;

X. El cumplimiento de las exigencias reglamentarias que sobre estos pro-
gramas dicten las respectivas autoridades del poder de policía nacional, 
provincial, municipal o comunal que rija la actividad de la persona jurídi-
ca.

ARTÍCULO 24.- Contrataciones con el Estado nacional. La existencia de 
un Programa de Integridad adecuado conforme los artículos 22 y 23, 
será condición necesaria para poder contratar con el Estado nacional, en 
el marco de los contratos que:

a) Según la normativa vigente, por su monto, deberá ser aprobado por la 
autoridad competente con rango no menor a ministro; y

b) Se encuentren comprendidos en el artículo 4° del decreto delegado 
N° 1023/01 y/o regidos por las leyes 13.064, 17.520, 27.328 y los contratos 
de concesión o licencia de servicios públicos.

ARTÍCULO 25.- Registro Nacional de Reincidencia. El Registro Nacional 

de Reincidencia dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación registrará las condenas que recayeran por los delitos 
previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 26.- Competencia. El juez competente para entender en la 
aplicación de penas a las personas jurídicas será el competente para 
entender en el delito por cuya comisión sea imputable la persona 
humana.

ARTÍCULO 27.- Aplicación complementaria. La presente ley es comple-
mentaria del Código Penal.

ARTÍCULO 28.- Aplicación supletoria. En los casos de competencia 
nacional y federal alcanzados por la presente ley, será de aplicación 
supletoria el Código Procesal Penal de la Nación.

Invitase a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a ade-
cuar sus legislaciones a los lineamientos de la presente ley.

ARTÍCULO 29.- Sustituyese el artículo 1° del Código Penal, por el siguien-
te:

Artículo 1°: Este Código se aplicará:

1) Por delitos cometidos o cuyos efectos deban producirse en el territo-
rio de la Nación Argentina, o en los lugares sometidos a su jurisdicción.

2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados de 
autoridades argentinas en desempeño de su cargo.

3) Por el delito previsto en el artículo 258 bis cometido en el extranjero, 
por ciudadanos argentinos o personas jurídicas con domicilio en la 
República Argentina, ya sea aquel fijado en sus estatutos o el correspon-
diente a los establecimientos o sucursales que posea en el territorio 
argentino.

ARTÍCULO 30.- Sustituyese el artículo 258 bis del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 258 bis: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 31.- Incorporase como artículo 259 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 259 bis: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, se 
impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 
ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 32.- Sustituyese el artículo 265 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis (6) 
años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, direc-
tamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en 
miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 33.- Sustituyese el artículo 266 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 34.- Sustituyese el artículo 268 del Código Penal por el 
siguiente:

Artículo 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e inha-
bilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en 
provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artículos 
anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTÍCULO 35.- Incorporase como segundo párrafo al artículo 268 (1) del 
Código Penal el siguiente texto:

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del lucro obteni-
do.

ARTÍCULO 36.- Modificase el primer párrafo del artículo 268 (2) del 
Código Penal, que quedará redactado de la siguiente manera:

Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de dos (2) a 
cinco (5) veces del valor del enriquecimiento, e inhabilitación absoluta 

perpetua, el que, al ser debidamente requerido, no justificare la proce-
dencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de 
un cargo o empleo público y hasta dos (2) años después de haber 
cesado en su desempeño.

ARTÍCULO 37.- Incorporase como artículo 300 bis del Código Penal el 
siguiente:

Artículo 300 bis: Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 2) 
del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá pena 
de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) veces 
el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el inciso 
mencionado.

ARTÍCULO 38.- Sustituyese el artículo 33 del Código Procesal Penal de la 
Nación, ley 23.984, por el siguiente:

Artículo 33: El juez federal conocerá:

1) En la instrucción de los siguientes delitos:

a) Los cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por pira-
tas, ciudadanos o extranjeros;

b) Los cometidos en aguas, islas o puertos argentinos;

c) Los cometidos en el territorio de la Capital o en el de las provincias, en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que ofendan 
la soberanía y seguridad de la Nación, o tiendan a la defraudación de sus 
rentas u obstruyan y corrompan el buen servicio de sus empleados, o 
violenten o estorben o falseen la correspondencia de los correos, o 
estorben o falseen las elecciones nacionales, o representen falsificación 
de documentos nacionales, o de moneda nacional o de billetes de 
bancos autorizados por el Congreso;

d) Los de toda especie que se cometan en lugares o establecimientos 
donde el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, con 

excepción de aquellos que por esta ley quedan sometidos a la jurisdic-
ción ordinaria de los jueces de instrucción de la Capital;

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 
bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis, 258 bis y 306 del 
Código Penal.

2) En el juzgamiento en instancia única de aquellos delitos señalados en 
el párrafo anterior que estén reprimidos con pena no privativa de la liber-
tad o privativa de la libertad cuyo máximo no exceda de tres (3) años.

ARTÍCULO 39.- Entrada en vigencia. La presente ley entrará en vigencia 
a los noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial de la Repú-
blica Argentina.

ARTÍCULO 40.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL OCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.

REGISTRADO BAJO EL N° 27401 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZO. — Eugenio Inchausti. — Juan 
P. Tunessi.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.



ANEXO III 
ARTÍCULOS PERTINENTES LEY 11.179: CÓDIGO PENAL DE LA NACIÓN 
ARGENTINA

ARTÍCULO 1°. - Objeto y alcance. La presente ley establece el régimen de 
responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean 
de capital nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los 
siguientes delitos:

a) Cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos 
por los artículos 258 y 258 bis del Código Penal;

b) Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, 
previstas por el artículo 265 del Código Penal;

c) Concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal;

d) Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los 
artículos 268 (1) y (2) del Código Penal;

e) Balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis 
del Código Penal.

Artículo 23: En todos los casos en que recayese condena por delitos pre-
vistos en este Código o en leyes penales especiales, la misma decidirá el 
decomiso de las cosas que han servido para cometer el hecho y de las 
cosas o ganancias que son el producto o el provecho del delito, en favor 
del Estado nacional, de las provincias o de los municipios, salvo los dere-
chos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.

Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el comiso puede 
ordenarse, aunque afecte a terceros, salvo el derecho de éstos, si fueren 
de buena fe, a ser indemnizados.

Cuando el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de 
alguien o como órganos, miembros o administradores de una persona de 
existencia ideal, y el producto o el provecho del delito ha beneficiado al 
mandante o a la persona de existencia ideal, el comiso se pronunciará 
contra éstos.

Cuando con el producto o el provecho del delito se hubiese beneficiado 
un tercero a título gratuito, el comiso se pronunciará contra éste.
Si el bien decomisado tuviere valor de uso o cultural para algún estable-
cimiento oficial o de bien público, la autoridad nacional, provincial o mu-
nicipal respectiva podrá disponer su entrega a esas entidades. Si así no 
fuere y tuviera valor comercial, aquélla dispondrá su enajenación. Si no 
tuviera valor lícito alguno, se lo destruirá.

En el caso de condena impuesta por alguno de los delitos previstos por 
los artículos 142 bis o 170 de este Código, queda comprendido entre los 
bienes a decomisar la cosa mueble o inmueble donde se mantuviera a la 
víctima privada de su libertad. Los bienes decomisados con motivo de 
tales delitos, según los términos del presente artículo, y el producido de 
las multas que se impongan, serán afectados a programas de asistencia 
a la víctima.

El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las me-
didas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los 
inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos infor-
máticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patri-
monial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relaciona-
dos con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente 
pueda recaer.

El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a 
hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consoli-
de su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos 
los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemni-
zación del damnificado y de terceros.

ARTICULO 33.- En caso de insolvencia total o parcial, se observarán las 
reglas siguientes:

1º. Tratándose de condenados a reclusión o prisión, la reparación se hará 
en la forma determinada en el artículo 11;

2º. Tratándose de condenados a otras penas, el tribunal señalará la parte 
de sus entradas o emolumentos que deban depositar periódicamente 
hasta el pago total.

ARTICULO 41 quinquies — Cuando alguno de los delitos previstos en 
este Código hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la 
población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos 
extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un 
acto o abstenerse de hacerlo, la escala se incrementará en el doble del 
mínimo y el máximo.

Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los 
hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de dere-
chos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.
Artículo 59: La acción penal se extinguirá:

1) Por la muerte del imputado;

2) Por la amnistía;

3) Por la prescripción;

4) Por la renuncia del agraviado, respecto de los delitos de acción priva-
da;

5) Por aplicación de un criterio de oportunidad, de conformidad con lo 
previsto en las leyes procesales correspondientes;

6) Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad 
con lo previsto en las leyes procesales correspondientes;

7) Por el cumplimiento de las condiciones establecidas para la suspen-
sión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 
Código y las leyes procesales correspondientes.

ARTÍCULO 64. – La acción penal por delito reprimido con multa se extin-
guirá en cualquier estado de la instrucción y mientras no se haya iniciado 
el juicio, por el pago voluntario del mínimo de la multa correspondiente 
y la reparación de los daños causados por el delito.

Si se hubiese iniciado el juicio deberá pagarse el máximo de la multa 
correspondiente, además de repararse los daños causados por el delito.
En ambos casos el imputado deberá abandonar en favor del Estado, los 

objetos que presumiblemente resultarían decomisados en caso de que 
recayera condena.

El modo de extinción de la acción penal previsto en este artículo podrá 
ser admitido por segunda vez si el nuevo delito ha sido cometido des-
pués de haber transcurrido ocho años a partir de la fecha de la resolu-
ción que hubiese declarado la extinción de la acción penal en la causa 
anterior.

ARTÍCULO 142 BIS: Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a 
quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con 
el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar 
algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la 
pena se elevará a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) 
años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.
La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión 
si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTÍCULO 142 TER: Se impondrá prisión de DIEZ (10) a VEINTICINCO 
(25) años e inhabilitación absoluta y perpetua para el ejercicio de cual-
quier función pública y para tareas de seguridad privada, al funcionario 
público o a la persona o miembro de un grupo de personas que, actuan-
do con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, de cual-
quier forma, privare de la libertad a una o más personas, cuando este 
accionar fuera seguido de la falta de información o de la negativa a reco-
nocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona.

La pena será de prisión perpetua si resultare la muerte o si la víctima 
fuere una mujer embarazada, una persona menor de DIECIOCHO (18) 
años, una persona mayor de SETENTA (70) años o una persona con dis-
capacidad. La misma pena se impondrá cuando la víctima sea una perso-
na nacida durante la desaparición forzada de su madre.

La escala penal prevista en el presente artículo podrá reducirse en un 
tercio del máximo y en la mitad del mínimo respecto de los autores o 
partícipes que liberen con vida a la víctima o proporcionen información 
que permita su efectiva aparición con vida.

ARTÍCULO 145 BIS: Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) 
años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas 
con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como 
desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la vícti-
ma.

ARTÍCULO 170: Se impondrá reclusión o prisión de cinco (5) a quince 
(15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona para sacar 
rescate. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará 
a ocho (8) años.

La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión:
1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18)  

años de edad o un mayor de setenta (70) años de edad.

2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un her-
mano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba 
respeto particular.

3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas.

4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada; enferma; o que no 
pueda valerse por sí misma.

5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público; o pertenezca o 
haya pertenecido a alguna fuerza de seguridad u organismo de inteli-
gencia del Estado.

6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas.

La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión 
si del hecho resultare la muerte de la persona ofendida, como conse-
cuencia no querida por el autor.

La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causara intencional-
mente la muerte de la persona ofendida.

La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de 
modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la 
consecuencia del pago del precio de la libertad, se reducirá de un tercio 
a la mitad.’

ARTICULO 189 BIS. - (1) El que, con el fin de contribuir a la comisión de 
delitos contra la seguridad común o causar daños en las máquinas o en 
la elaboración de productos, adquiriere, fabricare, suministrare, sustraje-
re o tuviere en su poder bombas, materiales o aparatos capaces de libe-
rar energía nuclear, materiales radiactivos o sustancias nucleares, o sus 
desechos, isótopos radiactivos, materiales explosivos, inflamables, asfi-
xiantes, tóxicos o biológicamente peligrosos, o sustancias o materiales 
destinados a su preparación, será reprimido con reclusión o prisión de 
CINCO (5) a QUINCE (15) años.

La misma pena se impondrá al que, sabiendo o debiendo saber que con-
tribuye a la comisión de delitos contra la seguridad común o destinados 
a causar daños en las máquinas o en la elaboración de productos, diere 
instrucciones para la preparación de sustancias o materiales menciona-
dos en el párrafo anterior.

La simple tenencia de los materiales a los que se refiere el párrafo que 
antecede, sin la debida autorización legal, o que no pudiere justificarse 
por razones de su uso doméstico o industrial, será reprimida con prisión 
de TRES (3) a SEIS (6) años.

(2) La simple tenencia de armas de fuego de uso civil, sin la debida auto-
rización legal, será reprimida con prisión de 6 (SEIS) meses a 2 (DOS) 
años y multa de MIL PESOS ($ 1.000.-) a DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-).
Si las armas fueren de guerra, la pena será de DOS (2) a SEIS (6) años de 
prisión.

La portación de armas de fuego de uso civil, sin la debida autorización 
legal, será reprimida con prisión de UN (1) año a CUATRO (4) años.

Si las armas fueren de guerra, la pena será de TRES (3) años y SEIS (6) 
meses a OCHO (8) años y SEIS (6) meses de reclusión o prisión.

Si el portador de las armas a las cuales se refieren los dos párrafos que 
anteceden, fuere tenedor autorizado del arma de que se trate, la escala 
penal correspondiente se reducirá en un tercio del mínimo y del máximo.
La misma reducción prevista en el párrafo anterior podrá practicarse 
cuando, por las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del autor, resultare evidente la falta de intención de utilizar las armas 
portadas con fines ilícitos.

En los dos casos precedentes, se impondrá, además, inhabilitación espe-
cial por el doble del tiempo de la condena.

El que registrare antecedentes penales por delito doloso contra las per-
sonas o con el uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcela-
ción o exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de cual-
quier calibre, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a DIEZ (10) 
años.

ARTICULO 212. - Será reprimido con prisión de tres a seis años el que 
públicamente incitare a la violencia colectiva contra grupos de personas 
o instituciones, por la sola incitación.

ARTICULO 213. - Será reprimido con prisión de un mes a un año, el que 
hiciere públicamente y por cualquier medio la apología de un delito o de 
un condenado por delito.

ARTÍCULO 258: Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que 
directa o indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna 
de las conductas reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párra-
fo. Si la dádiva se hiciere u ofreciere con el fin de obtener alguna de las 
conductas tipificadas en los artículos 256 bis, segundo párrafo y 257, la 
pena será de reclusión o prisión de dos a seis años. Si el culpable fuere 
funcionario público, sufrirá además inhabilitación especial de dos a seis 
años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo.

ARTÍCULO 258 BIS: Será reprimido con prisión de un (1) a seis (6) años 
e inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, 
directa o indirectamente, ofreciere, prometiere u otorgare, indebidamen-
te, a un funcionario público de otro Estado o de una organización públi-
ca internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, sumas de dinero 
o cualquier otro objeto de valor pecuniario u otras compensaciones tales 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho fun-
cionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de 
sus funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su 
cargo en un asunto vinculado a una transacción de naturaleza económi-
ca, financiera o comercial.

Se entenderá por funcionario público de otro Estado, o de cualquier enti-
dad territorial reconocida por la Nación Argentina, a toda persona que 
haya sido designada o electa para cumplir una función pública, en cual-
quiera de sus niveles o divisiones territoriales de gobierno, o en toda 
clase de organismo, agencia o empresa pública en donde dicho Estado 
ejerza una influencia directa o indirecta.

ARTÍCULO 259 BIS: Respecto de los delitos previstos en este Capítulo, 
se impondrá conjuntamente una multa de dos (2) a cinco (5) veces del 
monto o valor del dinero, dádiva, beneficio indebido o ventaja pecuniaria 

ofrecida o entregada.

ARTÍCULO 265: Será reprimido con reclusión o prisión de uno (1) a seis 
(6) años e inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, 
directamente, por persona interpuesta o por acto simulado, se interesare 
en miras de un beneficio propio o de un tercero, en cualquier contrato u 
operación en que intervenga en razón de su cargo.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del valor del 
beneficio indebido pretendido u obtenido.

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, 
peritos, contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, 
con respecto a las funciones cumplidas en el carácter de tales.

ARTÍCULO 266: Será reprimido con prisión de un (1) a cuatro (4) años e 
inhabilitación especial de uno (1) a (5) cinco años, el funcionario público 
que, abusando de su cargo, solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar 
indebidamente, por sí o por interpuesta persona, una contribución, un 
derecho o una dádiva o cobrase mayores derechos que los que corres-
ponden.

ARTÍCULO 268: Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere 
en provecho propio o de tercero las exacciones expresadas en los artícu-
los anteriores.

Se aplicará también multa de dos (2) a cinco (5) veces del monto de la 
exacción.

ARTICULO 300 BIS - Cuando los hechos delictivos previstos en el inciso 
2) del artículo 300 hubieren sido realizados con el fin de ocultar la comi-
sión de los delitos previstos en los artículos 258 y 258 bis, se impondrá 
pena de prisión de un (1) a cuatro (4) años y multa de dos (2) a cinco (5) 
veces el valor falseado en los documentos y actos a los que se refiere el 
inciso mencionado.

ARTICULO 306.-
1. Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de 

dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indi-
rectamente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de 
que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:

a) Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en 
el artículo 41 quinquies;

b) Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la 
finalidad establecida en el artículo 41 quinquies;

c) Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 
modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2. Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaeci-
miento del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se come-
tiere, aún si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3. Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende 
financiar fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al 
caso la escala penal del delito que se trate.

4. Las disposiciones de este artículo regirán aun cuando el ilícito penal 
que se pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación 
espacial de este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organi-
zación o el individuo se encontraren fuera del territorio nacional, en 
tanto el hecho también hubiera estado sancionado con pena en la juris-
dicción competente para su juzgamiento.
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